El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.
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Acta No. 407 del 9 de agosto de 2017

Expediente No. 66170-31-03-001-2017-00025-02
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el Gerente de la EPS Salud Total, Sucursal Pereira, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 7 de junio último, en la acción de tutela que promovió el Personero Delegado en Derecho de Petición, Medio Ambiente y Servicios Públicos de Dosquebradas, en representación de Yeisson Gildardo Valencia González, contra la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira y La Previsora SA, a la que fue vinculada la citada EPS.
A N T E C E D E N T E S

1. Narró el promotor de la acción, los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 A consecuencia de un accidente de tránsito, el demandante sufrió fractura de la diáfisis del fémur; fue atendido inicialmente en el centro médico Fracturas y Fracturas del que fue remitido a la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira para descartar “embolismo graso para posible manejo en cuidados intensivos”. 
1.2 En ese Hospital le practicaron las valoraciones de angiotac de tórax y doppler de miembros inferiores, que arrojaron como resultado “positivo para trombosis de la vena poplítea y de la vena femoral superficial del lado izquierdo”. Según el médico tratante, de confirmarse el tromboembolismo pulmonar, se debe continuar con el manejo por anticoagulación plena y terapia respiratoria. Dicho profesional de la salud también recomendó el suministro de enoxaparina sódica de 60 mg/0.6 ml solución inyectable por cuarenta ampollas, en dosis de una cada doce horas, hasta cuando le fuera autorizado el fármaco rivaroxaban.
1.3 La ESE Hospital Universitario San Jorge lo viene tratando bajo la cobertura del seguro obligatorio de accidentes de tránsito, expedido por La Previsora SA. Sin embargo, la ESE se niega a suministrar el citado medicamento porque el SOAT no lo había autorizado. Con ese mismo argumento, se abstiene de brindar los siguientes servicios médicos: imagen y doppler pulsado espectral dúplex scann para doopler venoso de miembros inferiores, para seguimiento de tromboembolismo pulmonar y trombosis venosa profunda - pop tardío de osteosíntesis de fractura de fémur; consulta ambulatoria por medicina interna y valoración por ortopedia.
1.4 De conformidad con la jurisprudencia constitucional, todas las instituciones prestadoras de servicios de salud deben atender integralmente a las personas que sufren accidentes de tránsito. Para ese efecto, cuentan con la posibilidad de recobrar por los gastos asumidos ante el SOAT o el FOSYGA en caso de que se supere el máximo asegurado por aquel.
1.5 Los médicos tratantes han insistido en la necesidad de garantizar al actor el manejo por anticoagulación para preservar su vida; debido a ello, sus familiares se han visto en la obligación de adquirir deudas para comprar el medicamento enoxaparina; este se suspenderá una vez se haya autorizado el rivaroxaban, el que debe ser formulado por medicina interna cada vez tres meses y suministrado con cargo al SOAT hasta superar el monto límite cubierto. Luego, la EPS Salud Total, a la que se encuentra afiliado, tiene la obligación de garantizar la continuidad de ese tratamiento.
2. Considera vulnerados los derechos a la vida, la integridad personal, la seguridad social y la salud. Para su protección, solicita se ordene a la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira: a) entregar el medicamento enoxaparina sódica de 60 mg/0.6 ml solución inyectable, por cuarenta ampollas, hasta cuando se autorice el fármaco rivaroxaban; b) suministrar este último; c) practicar el procedimiento de imagen y doppler pulsado espectral dúplex scann para doopler venoso de miembros inferiores - pop tardío de osteosíntesis de fractura de fémur; d) remitir al paciente a consultas ambulatoria por medicina interna y por ortopedia y c) garantizar el tratamiento integral para sus patologías de embolia pulmonar y fractura de fémur, con la posibilidad de recobrar ante el SOAT, el Fosyga y la EPS Salud Total, por los servicios que superen los límites determinados.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 29 de marzo último se admitió la tutela y se ordenó la vinculación de la EPS Salud Total.
2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Gerente de Procesos Judiciales de La Previsora SA señaló que el objeto social de la entidad que representa se limita a celebrar y ejecutar contratos de seguros y por tanto no presta servicios médicos a personas víctimas de accidentes de tránsito. En este caso, entonces, es la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira la que debe autorizar y practicar las prestaciones de salud necesarias para el manejo de las lesiones del actor, derivadas del accidente de tránsito, de conformidad con el artículo 195 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. 
También expresó que según su base de datos, con cargo a la póliza de daños No. 4125810 no se registra siniestro ni pago alguno por la atención del accionante y que la cobertura del SOAT es de un máximo de $19.672.453, luego de lo cual le compete a la EPS responder por los servicios requeridos por la víctima.
2.2 El Gerente de la EPS Salud Total, Sucursal Pereira indicó que en momento alguno se ha negado la prestación de los servicios de salud al afiliado. A la fecha, la cobertura de la póliza SOAT no se ha agotado, razón por la que esa EPS se encuentra impedida para atenderlo por las lesiones ocasionadas por el accidente de tránsito.

Solicitó se niegue la tutela y se declare la falta de legitimación por pasiva de esa entidad; en subsidio, se ordena al Fosyga pagarle la totalidad de los costos en que incurra por el reconocimiento económico de “cancelar las incapacidades causadas”.  
3. El 17 de abril pasado se profirió sentencia, la que se declaró nula por esta Sala mediante auto 18 de mayo siguiente, por falta de notificación del auto admisorio de la demanda al Gerente de la ESE Hospital San Jorge.

4. Rehecha en debida forma la actuación, la señora Jueza Primera Civil del Circuito dictó nuevo fallo el 7 de junio último, en el que  decidió conceder el amparo solicitado. Para proteger los derechos que consideró vulnerados, ordenó al representante legal de la ESE Hospital San Jorge de Pereira, autorizar y suministrar los servicios médicos pedidos por el actor, “inicialmente, a cargo del SOAT hasta el cubrimiento del mismo, y luego a cargo de Salud Total”, y garantizar la atención integral de las lesiones sufridas por el demandante con ocasión al accidente de tránsito ocurrido el 11 de marzo pasado.
Para decidir así, consideró que la ESE Hospital San Jorge de Pereira tiene la obligación de prestar, con cargo al SOAT, la atención médica requerida por el actor para tratar las lesiones generadas por el accidente de tránsito del que resultó víctima, en consideración a que a esa entidad fue remitido el paciente por el grado de complejidad de sus patologías y de conformidad con las normas y la jurisprudencia relacionadas con los derechos de las víctimas de esa clase de siniestros. Además, según lo manifestado por la EPS Salud Total, a la fecha aún no se ha agotado el valor cubierto por el SOAT, razón por la cual esa Empresa Social del Estado debe continuar con el tratamiento hasta obtener la mejoría del accionante, con la posibilidad de cobrar los costos ante la empresa que expidió el citado seguro, hasta por un máximo de 800 salarios mínimos legales vigentes; superado ese monto la responsabilidad del pago de los servicios que hagan falta recae en la EPS.
De otro lado indicó que respecto a La Previsora SA y a Salud Total EPS “no se les endilga responsabilidad, toda vez que no existe prueba que hayan vulnerado derecho alguno al accionante”.    
5. Apeló el fallo el Gerente de la EPS Salud Total, Sucursal Pereira. Revela su inconformidad con las decisiones adoptadas porque se le ordenó brindar la atención integral pese a la imposibilidad de imponer mandatos sobre tratamientos futuros, ya que no es factible predecir que estos vayan a ser negados o el afiliado carezca de la posibilidad económica de adquirir las prestaciones médicas recomendadas, en caso de que sean no POS. De otro lado, señaló que la funcionaria judicial omitió autorizarle la acción de recobro ante el Fosyga, circunstancia que pone en peligro el equilibrio financiero del sistema. Por tanto, solicitó revocar la orden tendiente a garantizar el tratamiento integral o, en subsidio, adicionar la sentencia para facultar a la EPS el recobro frente al Fosyga.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. De manera previa considera la Sala necesario analizar la legitimación en la causa del promotor de la acción.
De conformidad con el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 “La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos… También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”

En consecuencia, en este caso el Personero Delegado en Derecho de Petición, Medio Ambiente y Servicios Públicos de Dosquebradas está legitimado para representar al señor Yeisson Gildardo Valencia González, quien, de conformidad con los hechos de la demanda, requiere la intervención del juez de tutela para que se dé continuidad al tratamiento médico ordenado para el manejo de las graves lesiones generadas por el accidente de tránsito que sufrió.
3. Se considera acertado el fallo de primera instancia que concedió el amparo solicitado para proteger la salud de la accionante, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional que le otorga el carácter de fundamental a tal derecho, de manera autónoma, sin que necesariamente deba estar en conexidad con otro que participe de tal naturaleza
. Dicho alcance también fue reconocido de manera expresa por la Ley 1751 de 2015.
4. Las razones en que se fundamenta el recurso están debidamente identificadas y a ellas se ha de concretar la decisión que por medio de esta providencia se adoptará. Por tanto, corresponderá a la Sala establecer si fue acertada la decisión de imponer a la EPS impugnante la orden que contiene el fallo que se revisa, y en su caso, si debe ser autorizada para ejercer la acción de recobro ante el Fosyga. 
5. En las consideraciones de esa providencia se expresó que la EPS Salud Total y La Previsora no han vulnerado derechos fundamentales al demandante y en ello tiene razón el juzgado, pues a esas entidades no se les acusó de haber desconocido alguno de que sea titular el citado señor. 
En efecto, en el escrito por medio del cual se solicitó la protección constitucional, no se narró hecho alguno del que pueda deducirse que alguna de tales entidades, por acción u omisión, hubiese incurrido en conducta que justifique la intervención del juez constitucional. Expresamente se indicó que es la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira la que se niega a prestar los servicios médicos ordenados para el manejo de las lesiones que sufrió con motivo de un accidente de tránsito, hecho que fue el que motivó la petición de amparo, sin que además se encuentre probado que el accionante haya hecho requerimiento alguno a la EPS para obtener el suministro de tales servicios, ni que esta se haya negado a hacerlo.
De esa manera las cosas, a las citadas entidades ninguna orden podía impartírseles en la sentencia, porque a ello debe proceder el juez constitucional cuando vulnerado un derecho, se hace necesario adoptar medidas para protegerlo, y solo de concederse la tutela en razón a las consecuencias que con motivo de desobedecerlas pueden afectar a los destinatarios de las mismas. Es por ello que el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, dice: “Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable deberá cumplirlo sin demora”, norma que además faculta al juez para sancionar por desacato al responsable. En esas condiciones, si el amparo es negado, se hace cuando menos difícil concluir que el agente que se sustrae a ella, puede incurrir en conducta digna de reproche.

La funcionaria de primera sede impuso un mandato a EPS Salud Total, a pesar de que, según lo concluyó, no había lesionado derecho fundamental alguno a la demandante, decisión que se revocará de acuerdo con los planteamientos hasta aquí expuestos, motivo por el cual, no resulta menester analizar si tiene derecho a ejercer la acción de recobro frente al Fosyga. 

6. En conclusión, se revocará el ordinal segundo de la sentencia que se revisa en cuanto a las órdenes que impuso a la EPS Salud Total. En su lugar, se abstendrá la Sala de imponerle alguna. 
Además, por haberse omitido, se adicionará la sentencia para adoptar esta última decisión frente a La Previsora S.A. que tampoco ha vulnerado derecho alguno del que sea titular el accionante.

Por lo expuesto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E   :

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 7 de junio último, en la acción de tutela que promovió el Personero Delegado en Derecho de Petición, Medio Ambiente y Servicios Públicos de Dosquebradas, en representación del señor Yeisson Gildardo Valencia González, contra la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira y La Previsora SA, a la que fue vinculada la EPS Salud Total, excepto el ordinal segundo, en cuanto a las órdenes impuestas a la última, que SE REVOCA. En su lugar, se abstiene la Sala de impartirle alguna; también, a La Previsora SA, sentido en el cual SE  ADICIONA.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� En virtud de esa norma la Corte Constitucional en sentencia T-481 de 2016, expresó:“(…) resulta necesario llamar la atención en que, en virtud de los especiales intereses que se encuentran en discusión en el trámite de este especial tipo de acción, el decreto 2591 de 1991 contempló la posibilidad de que tanto el defensor del pueblo, como el personero municipal puedan interponer acciones de tutela en representación de los intereses de rango fundamental que estimen vulnerados o desconocidos dentro de su circunscripción.”


� Corte Constitucional. Sentencia T-760 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.
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